Carátula 


COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


(Sesión celebrada el día 14 de mayo de 2019). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierto el acto. 
(Son las 14:46). 


—Damos la bienvenida a los integrantes de la Junta de Transparencia y Ética Pública, a su 
presidente, contador Ricardo Gil; a su vicepresidente, doctor Daniel Borrelli y a la vocal de la 
institución, señora Matilde Rodríguez, a los efectos de intercambiar ideas sobre el proyecto de ley 
relativo a las declaraciones juradas de los funcionarios públicos. 


Esta comisión suele ser mucho más numerosa, pero algunos de sus miembros hoy están 
presentes en la Comisión de Transporte y Obras Públicas recibiendo al señor ministro Rossi; quizá se 
nos una luego algún integrante más. 


De cualquier manera, la idea era recibirlos, recabar su opinión respecto al proyecto de ley y 
hacerles algunas preguntas. 


SEÑOR GIL.- Les agradecemos que nos hayan recibido; nosotros habíamos remitido una nota 
solicitando comparecer aquí, porque la Junta considera trascendente este proyecto de ley. Tuvimos la 
oportunidad de participar en la Comisión especial con fines legislativos de transparencia, lucha contra 
el lavado de activos y crimen organizado, de la Cámara de Representantes, en febrero de 2017, a 
pocas semanas de haber ocupado nuestros cargos. Actualmente tenemos una visión un poco más 
integral, más ajustada, más allá de que en aquel momento presentamos un documento cuyos 
principales ejes mantenemos. 


¿Por qué le damos importancia a este proyecto de ley? El balance que hacemos de este 
sistema de declaraciones juradas —que en diciembre cumplió veinte años— es que el costo, el esfuerzo 
y los recursos que invierte la Jutep no se compensan con los resultados que la sociedad obtiene de 
esa inversión. El sistema ha funcionado tal como está planteado en la ley “vamos a comentar algunas 
limitaciones que tiene—, pero en la actualidad nos parece fundamental potenciarlo, lo que implica 
atender específicamente el tema de los resultados, el cual tiene que ver con qué esperamos, o qué 
debemos esperar de un sistema de declaraciones juradas de patrimonio e ingresos de los funcionarios 
públicos. 


En fin, consideramos más importante analizar el proyecto de ley en términos de los 
resultados esperados —tal como lo hicimos—, más que artículo por artículo. 


¿Cuáles son los resultados que deben surgir de un sistema de declaraciones juradas de 
funcionarios públicos como el que ha definido Uruguay? Por un lado, claramente debería tener un 
objetivo de prevención, que implica desalentar prácticas irregulares —que las hay- y, por otro, por la 
positiva, debería promover alternativas en un tema que nos preocupa mucho en el Uruguay de hoy, 
que es el conflicto de intereses. 


De por sí, el conflicto de intereses no es algo malo, sino algo que hay que asumir, y capacitar para 
resolverlo de la mejor manera posible. Nos parece que este sistema debería aportar en ese sentido y 
que este es el momento de promover aquellos ajustes que posibiliten que, en las dos zonas de la 
prevención, se cumpla su objetivo. Hay también una zona que refiere a detectar actos de corrupción y 
procurar su castigo, sea por enriquecimientos injustificados que surjan de las declaraciones o por 
declaraciones falsas. 


En cuanto a los resultados, el tercer objetivo es la transparencia, y para nosotros este 
proyecto aporta en ese sentido. El caso más claro es el de la publicidad de un número importante de 


declaraciones juradas; hoy son solo dos las que toman estado público. Nos parece que ese es un 
aspecto muy positivo. 


Asimismo, globalmente, tanto en los funcionarios públicos como en los ciudadanos, el 
sistema de declaraciones juradas debería ayudar a crear un clima de integridad y de confianza. Un 
buen sistema, que funcione, que demuestre al funcionario público y a la ciudadanía que sirve, ayuda a 
crear el clima de integridad que necesitamos y a lograr que la ciudadanía confíe más en todo el 
sistema. 


Con ese encare dividimos el análisis del proyecto, más que en capítulos, en temas —que son 
los que voy a desarrollar a continuación—, pensando que ese análisis debe pasar por los resultados y 
por un adecuado equilibrio entre los alcances que procuramos y los medios con los que efectivamente 
contamos. 


El primer tema es el universo de aplicación, quiénes son los obligados a presentar 
declaraciones juradas. El proyecto tiene la característica de que amplía de manera importante el 
número de obligados. ¿Por qué digo de manera importante? Porque hay una ampliación cuantitativa, 
pero también cualitativa. Es decir, hay más declarantes y, además, se incorporan zonas que son 
complejas. Hasta ahora hemos trabajado —sobre algunas dificultades después voy a exponer— 
básicamente con funcionarios públicos. Ahora empezaríamos a trabajar con el sistema político, porque 
se incorporan candidatos a cargos electivos —a los candidatos a presidente y vicepresidente se suman 
los candidatos a intendentes—, directores y gerentes de entidades del sector privado comprendidas en 
el Sistema Nacional Integrado de Salud, licenciatarios o concesionarios de obras y servicios públicos, y 
directores y gerentes de los organismos que manejan fondos públicos. 


Dentro del universo general de obligados estos son grupos nuevos, por lo que estimamos 
que las dificultades que tenemos hoy para obtener la información y para cumplir con el sistema se van 
a multiplicar. No nos parece mal que se incorpore ninguno de estos sectores en cuanto existen allí 
riesgos, pero pensamos que hay que evaluar adecuadamente cuántos y cuáles nuevos obligados 
incorporamos y de qué manera nos aseguramos de que el control que hagamos sea efectivo. Me 
refiero específicamente a que incorporar más sectores, pero no controlar bien, debilitaría la eficacia del 
sistema y la confianza que este debe generar con buenos resultados esperados. Ha habido y va a 
seguir habiendo una ampliación acumulativa de la cobertura y eso no asegura la eficacia del sistema. 
Podemos poner muchos más obligados, pero ello tampoco nos asegura la eficacia del sistema. Cuando 
se tiene mucho por hacer y los recursos son limitados —no es el caso de la Jutep, sino del país que no 
puede invertir todo lo que nos gustaría—, la solución, a nuestro juicio, pasa —como lo establece el 
proyecto de ley— por el enfoque basado en riesgo. 


El análisis de riesgo es el único que nos permite detectar cuáles son las zonas de mayor 
riesgo e invertir ahí los pocos recursos que tenemos. Ampliar sin incorporar ese concepto de riesgo, 
mantendría el sistema con una debilidad fuerte, ya que no estamos controlando bien a los 55.000 
funcionarios que ya tenemos hoy para controlar. 


En la Cámara de Representantes se incorporó al proyecto de ley una propuesta nuestra que 
consistía en la aplicación del enfoque basado en riesgo en una zona que, especificamente, es 
complicada: el Ministerio del Interior. ¿Por qué? Porque de 55.000 funcionarios en total, hay alrededor 
de 33.000 que pertenecen al Ministerio del Interior. Nos parece que la aplicación del enfoque en riesgo 
del Ministerio del Interior es fundamental. 


En términos generales, esto quiere decir que está bien excluir a los becarios y a los zafrales, 
pero hay que hacer un análisis más a fondo. En estos días, en lo que tiene que ver con el Ministerio del 
Interior, vamos a publicar las cifras de omisos en el cumplimiento de sus obligaciones de declaración 
del primer cuatrimestre. Hay entre 600 y 700 agentes de segunda que, en este momento, están 
omisos, lo que supone un sistema de detección, seguimiento, notificaciones y verificación de que el 
ministerio está trabajando para regularizar la situación a través de eventuales sanciones. Es un 
proceso muy pesado cuando, si bien los agentes de segunda —como todo funcionario público— tienen 
un riesgo, entendemos que es menor y puede ser parecido al de un funcionario, por ejemplo, de la 
intendencia. 


Nos parece que este sistema es complejo, lento, pesado y no puede apuntar a sectores de tan 
bajo riesgo. Estaría muy bueno si pudiéramos hacerlo, pero con los recursos que hoy el país puede 
invertir, no parece razonable que sigamos pensando que el grueso del Ministerio del Interior pueda 
estar abarcado por esto. 


En términos de resultados, si miramos cuál ha sido el accionar del Ministerio del Interior en 
los últimos años y el importante trabajo que se ha hecho en materia de detectar casos de corrupción, 
vemos que ello no proviene de declaraciones juradas —en ese sentido, tampoco hemos aportado 
información fundamental-, sino del trabajo realizado por el ministerio a través de la Dirección de 
Asuntos Internos. Creemos que si agregamos más sectores y aplicamos el enfoque de riesgo, en el 
caso del Ministerio del Interior es fundamental definir cuáles son las áreas específicamente riesgosas 
que, para nosotros son: los cargos altos y algunas unidades en las que el conjunto de la dotación 
constituye una zona de riesgo. Por ejemplo, unidades de drogas o vinculadas al control de fronteras. 
Pensamos que allí deberíamos mantener las posibilidades de que a través de la reglamentación se 
haga una depuración de los casos en los que a nivel del Ministerio del Interior no supusieron un riesgo 
tan importante como para que se siga incrementando el número de obligados sin que haya un control 
efectivo. Ese es un primer punto: enfoque basado en riesgo y asumir que no podemos controlar bien a 
todos los que quisiéramos; es mejor controlar bien a unos pocos menos que controlar mal a muchos. 


El segundo punto es la identificación de obligados. El sistema es complejo y relativamente 
ineficaz porque hoy los obligados no son comunicados por cada uno de los organismos, sino que 
dependemos de que el organismo nos comunique, adecuadamente, en tiempo y forma las altas, las 
bajas y la lista de los funcionarios. Eso no está funcionando bien; no siempre contamos con esa 
información en tiempo y forma. 


Entre fines del año pasado y comienzos del corriente, hemos trabajado con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil para mejorar la calidad de la información de que disponemos, pero no 
hemos avanzado, no por mala voluntad sino porque la información que disponen no es lo 
suficientemente precisa como la que necesitamos. Parecería que por un tiempo vamos a seguir 
dependiendo de que los propios organismos sean los que nos comuniquen la información. Sin 
embargo, en el caso de los sectores que se pueden incorporar aparecen elementos adicionales que, 
por lo menos en lo que vimos en los borradores de la iniciativa, no nos quedan claros. 


Se incorporan candidatos a instancias electorales, por tanto, ¿quién le comunica a la Jutep 
quiénes son? ¿Lo hará la Corte Electoral o los propios partidos? También se plantea la incorporación 
de gerentes y directores del Sistema Nacional Integrado de Salud, así como concesionarios y 
licenciatarios, y organismos que manejan los fondos públicos. ¿Quién le comunicará a la Jutep quiénes 
son? ¿Lo harán las propias entidades o los respectivos ministerios que trabajan con ellos? No 
olvidemos que en el caso de los licenciatarios y concesionarios de obras y servicios públicos se trata 
de un gran universo que está muy disperso en la sociedad, en la estructura de la economía. En el caso 
del Sistema Nacional Integrado de Salud podemos hacer un trabajo junto con el Ministerio de Salud 
Pública; con respecto a los licenciatarios y concesionarios, puede ser que el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas sea un centro importante, hay muchísimos centros a nivel nacional que tienen esa 
información. Sin embargo, poder recibirla en tiempo y forma no solo supone un fuerte trabajo 
administrativo y de seguimiento sino que, además, habrá fallas -—la experiencia así lo demuestra y 
debemos decirlo— porque los organismos no comunican en tiempo y forma las diversas situaciones. 


Nos parece que en el texto que se apruebe habrá que ser muy precisos en cuanto a cómo 
llegará a la Junta el universo de obligados para evitar que incorporemos sectores que después, en la 
práctica, no sean controlados. Asimismo entendemos —también sucede en otras zonas— que si la 
responsabilidad es de los organismos no queda claro qué sucede cuando no comunican la información. 
Hay organismos que tienen omisiones importantes en las obligaciones que el sistema de declaraciones 
juradas les asigna, pero no está claro cómo hacemos para exigir que se cumpla con ellas o para 
sancionar, cuando corresponda, el no cumplimiento. 


El segundo capítulo refiere al contenido de las declaraciones juradas. En general, el 
contenido que se ha planteado nos parece bien; podemos tener algún matiz en los detalles, pero en 
general se apunta adecuadamente a lo que un funcionario debería comunicar de manera transparente 
al Estado y a este sistema para el debido control. 


Hay una innovación propuesta —sobre la que ya se había conversado en la Cámara de 
Representantes— y es que la declaración tenga una parte reservada y otra abierta. Esto es diferente a 
la publicidad; se trata de que se hagan dos declaraciones: una reservada y otra abierta. Entendemos 
que es una distinción conveniente y útil que haya una parte de la declaración que sea de acceso más 
fácil y otra que contenga todas las formalidades que después se plantean para la apertura. ¿Qué 
ventajas tendría la existencia de una parte abierta? Básicamente, que habría dos tipos de actores que 
podrían acceder a ella: uno es la propia Junta, a fin de hacer un seguimiento de totales, ya que se 
plantea que la parte abierta esté formada por resúmenes de situaciones patrimoniales, y el otro sería la 
propia ciudadanía, a través de la vía de acceso a la información pública, Ley n.* 18381. 


Compartimos esta idea porque creemos que es un buen aporte. Además, para que la parte 
reservada lo siga siendo, la declaración abierta debe ser un resumen de bienes y de ingresos promedio 
anuales, y tiene que incluir —como bien se plantea— el listado de sociedades a las cuales un funcionario 
pueda estar vinculado. Nos parece que además tiene que incluirse —esto no lo vimos reflejado— la 
declaración jurada de implicancias, que no es secreta pero está descentralizada en sus respectivos 
organismos y nos da la impresión de que no se cumple o se cumple muy mal. Por tanto, pensamos en 
la posibilidad de declararla, incorporar así la declaración prevista en la Cámara de Representantes, 
pero de la parte abierta. ¿Qué posibilitaría esto? El trabajo de prevención que pensamos se puede 
realizar. El tema de las implicancias refiere al conflicto de intereses; no es un pecado, delito o falta, sino 
una situación que se debe encarar para mitigar los riesgos. 


La junta puede y quiere cumplir una función en ese sentido. En Uruguay el conflicto de 
intereses es un tema importante por las características de la economía, por el tamaño de la sociedad 
estructural del Estado, y por el hecho de que el pasaje de la actividad pública a la privada, o de la 
privada a la pública, no necesariamente es una mala noticia pero hay que pensarlo adecuadamente. 
Nos parece que allí hay un trabajo importante que ya empezamos a hacer. 


Nosotros pensamos, justamente, en que se capacite a funcionarios y jerarcas públicos, a 
través de simulaciones de conflictos de intereses —esto se realiza en otros países—, que permitan 
pensar y discutir, para saber cuándo un conflicto de intereses se transforma en un problema para el 
Estado y para la ciudadanía. 


El tercer capítulo refiere al procedimiento de presentación. Allí aparece una posible discusión. 
El nuevo texto del artículo 12 aprobado en la Cámara de Representantes refiere a la presentación vía 
electrónica. Para nosotros ese es el camino que se debe seguir: lograr que el cien por ciento de las 
declaraciones sea por vía electrónica, como está previsto legalmente. Sin embargo, nos parece que no 
se puede decretar en el corto plazo. Entendemos que se debe desarrollar un proceso —que ya 
empezamos- y que funcionó bastante bien, con el concentrado de declaraciones del Ministerio del 
Interior que tuvimos a comienzos de este año. A nuestro entender, la declaración electrónica es la que 
después posibilita un trabajo serio, tecnológicamente avanzado, pero hay que reconocer que hoy, con 
el número y la calidad de funcionarios que tenemos obligados, plantear la tarea sin un plazo y trabajo 
adecuado es como una utopía. Hay sectores que no están en condiciones de utilizar la vía tecnológica, 
como sería deseable. Nos parece que hay un plazo mínimo de un año para que ese proceso se pueda 
dar. 


Por otro lado, hay que unificar los términos de los proyectos de ley, porque en algunas partes 
aparece el término «sobres». Está bien; tenemos las dos vías pero me gustaría mantener las dos 
cosas en todo el proyecto de ley: la tecnológica y la presentación en papel. Si bien esta nos parece 
inadecuada, reitero, no podemos resolver de golpe sin darnos un tiempo para procesar, sobre todo 
cuando detectamos que en esos organismos hay más dificultad para poder superar esa situación. Sí 
nos parece fundamental para el futuro, como forma de trabajar cada vez con más funcionarios de una 
manera, digamos, moderna, y no con el esfuerzo y los costos que tenemos hoy. Además, sería 
incompatible con alguna de las propuestas del propio proyecto de ley. Conservar en papel las 
declaraciones de los 55.000 funcionarios, ya hoy nos resultaría imposible si no tuviéramos un 
porcentaje por vía electrónica. Si además, se amplía el plazo —lo cual compartimos— a diez años, el 
volumen para nosotros sería absolutamente inabarcable incluso en términos locativos. Queremos que 
sea cien por ciento electrónico, pero con un plazo que podría fijarse en no menos de un año. 


Nos quedan algunas dudas sobre la forma y los tiempos de presentación, sobre todo en el 
caso de la incorporación de los candidatos en actos electorales. ¿Por qué? Porque en el caso de 
funcionarios —incluso del sector privado- uno puede plantear, como hasta hoy, la renovación de la 
declaración cada dos años. En el caso de un candidato a las elecciones de este año, el tema es: 
¿cuánto dura esa declaración? ¿La tiene que hacer de vuelta o no? Nosotros podemos tener nuestra 
opinión y decir que no la tiene que hacer de vuelta. Pero, si es electo, esa declaración se incorpora 
para ocupar el cargo, aunque en realidad es una definición que adoptarán los señores senadores, pero 
tal como está el proyecto de ley, no está claro qué pasa con ese grupo especial de candidatos que se 
agregan en el proyecto de ley. 


El cuarto punto refiere a los controles de la presentación y las sanciones por incumplimiento. 
Es un problema serio porque hoy tenemos 5200 omisos en 55.000 y este mes entran 900 más del 
primer cuatrimestre. Estamos hablando de un porcentaje del orden del 10 %; es mucho y supone 
mucho esfuerzo. Con el sistema actual hay que verificar el incumplimiento, dar un plazo, notificar al 
organismo y a través del mismo al obligado, esperar y publicar. Es muy alto el grado de incumplimiento. 


¿Por qué saltó? A mi juicio, hay dos temas. Efectivamente, cuando uno tiene mucho para 
hacer no todo sale bien. Debemos mejorar algunas cosas como la comunicación al omiso. 
Estrictamente cumplimos con lo que establece la ley, pero deberíamos hacer más. No estamos 
avisando a la persona que, por ejemplo, mañana vence su declaración jurada y creemos que 
deberíamos hacerlo. Para ningún funcionario público de este país la declaración jurada es lo más 
importante de su tarea y sistemáticamente se olvida. Por esa razón, si le avisáramos mejoraría. Es 
nuestra responsabilidad pero depende de los recursos y de la tecnología que tengamos a disposición. 
Hemos tenido algunas ofertas de empresas con tecnología avanzada que utilizan celulares con 
sistemas seguros, pero hoy no podemos adquirirla porque no contamos con los recursos. Es una línea 
de trabajo que la Jutep debe mejorar en la medida de lo posible. También existe la poca voluntad de 
declarar. La ley prevé un proceso de comunicación no complejo, pero pesado. 


Se prevén dos cosas más. En primer lugar, sanciones vía retención de sueldo. Hay 
organismos que cumplen y otros que no. ¿Cómo sabemos? Porque si el organismo cumple, enseguida 
aparece el funcionario y presenta la declaración. Si no lo hace en uno o dos meses la conclusión que 
sacamos es que el organismo no hizo la retención correspondiente. En lo personal, si me retienen la 
mitad de mi sueldo salgo corriendo para ver cómo hago para solucionarlo. En segundo término —que lo 
establece la ley y el proyecto de ley lo mantiene—, no presentar la declaración, al igual que mentir, es 
una falta grave. En dos años no constatamos ninguna sanción grave puesta por los organismos por no 
presentar la declaración. No nos parece que la solución sea poner sanciones, sino tratar de que el 
sistema funcione mejor, pero tampoco podemos instrumentar un sistema sancionatorio que no se 
aplique por parte de los organismos. Dicho de otra manera, al igual que cuando recibimos las 
notificaciones, si un organismo hoy no cumple no pasa nada y eso es lo que está mal, porque tendrían 
que hacerse efectivas las obligaciones que establece la ley. Deberíamos tener un procedimiento para 
hacerlo y si hay una omisión clara del organismo tendría que existir algún tipo de penalización que no 
está prevista y nos preocupa. 


También vamos a abordar temas administrativos. En alguna parte de los proyectos se menciona que 
debería existir una comunicación fehaciente al omiso. Nosotros comunicamos a la persona -y ya lo 
planteamos en la Cámara de Representantes— a través del organismo donde reviste porque la 
notificación fehaciente normalmente se tranca dado que el funcionario no actualizó los datos, no 
tenemos el teléfono o el organismo no lo comunicó. Es difícil demostrar que le comunicamos a la 
persona y por esa razón lo hacemos al organismo, es lo que está previsto y lo que nos parece más 
razonable. 


Haremos referencia a elementos que son menores, pero pesados. El señor senador Mieres 
hizo una propuesta sobre si las sanciones por incumplimiento eran injustificadas. Entonces, 
tendríamos que ver si el incumplimiento es justificado o no. Por ejemplo, este mes puede haber 900 
omisos. Eventualmente, tendremos un trabajo administrativo con 900, 500 o 400 personas, donde 
deben demostrar o traer los elementos para ver si estaban justificados o no. Nos parece que no es 
necesario porque hay un procedimiento previo donde la omisión no se declara, sino que el implicado 
está enterado si su organismo se lo comunica y si sigue revistando allí. 


Lo que se plantea desde el punto de vista de la lista de omisos creemos que está bien y se ha 
tomado en cuenta una solicitud nuestra, en el sentido de que no se publicaran en la prensa —nos sale 
carísimo publicar las listas en la prensa—, sino en la página web. El proyecto habla de que se 
mantendrá actualizada la lista de omisos en la página web. Esa es la idea, pero nos parece que hablar 
de mantenerla actualizada puede significar que sea diariamente. En ese sentido creemos más 
adecuado y de acuerdo con los otros criterios que están en la ley, que se publique cuatrimestralmente; 
si se entiende que es mucho, puede ser trimestralmente. Esto nos parece importante porque tal como 
está no hay una definición de la periodicidad. 


En esta semana estamos poniendo en producción una nueva página web de la junta; la actual 
es muy mala y con la Agesic hemos hecho un trabajo para mejorarla. Estamos conformes, pero 
seguramente habrá que ir ajustándola. Es un proceso lento, pero esperemos que seguro, donde la 
junta va mejorando la utilización de las nuevas tecnologías. Además, queremos que la página web sea 
una vía de comunicación de todos estos temas con los organismos y con los obligados, lo cual hoy no 
estamos haciendo bien, lo cual es nuestra responsabilidad. 


Entonces, ¿qué hacemos con las declaraciones? Creo que ustedes lo saben, pero hoy 
hacemos muy poco. El resultado en términos de información, de detección de situaciones, es 
pobrísimo. No se abren más de diez al año, generalmente menos. Básicamente se abren a pedido de 
la Justicia. Si lo pide la Justicia es porque el lío ya se armó; estamos corriendo de atrás sobre un caso 
que ya saltó. No cumple ninguna función preventiva ni de análisis. Nos parece que es un elemento 


fundamental para cambiar la efectividad del sistema y la percepción que los obligados tenemos del 
sistema. O sea, si lo hago mal tiene efecto y también tiene efecto si miento. Entonces, por esa vía 
debemos mejorar el cumplimiento y el convencimiento de los funcionarios. Aquí se han planteado 
distintas alternativas en cuanto a más o menos situaciones de apertura, las cuales siempre deben ser 
condicionadas. En general estamos de acuerdo con ellas. Vemos que hay algunas diferencias. Dentro 
de ello nos parece que hay algunas cosas fundamentales. Recientemente hemos comenzado a 
trabajar con el ministerio público en el esquema del nuevo Código del Proceso Penal. Nos parece 
fundamental que se mantenga la posibilidad de que se abran las declaraciones por resolución fundada 
del ministerio público, que es quien investiga. Obviamente, también por resolución fundada de la 
Justicia, pero incorporar —porque no está en la norma actual- al ministerio público nos parece 
fundamental. 


Hay otros temas que hoy estuvimos conversando y que nos generan dudas porque hay más 
de una opción. No tenemos una posición tan clara como, por ejemplo, si el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo será bueno o no —hay argumentos a favor o en contra-—, o si el jerarca de una institución 
o un organismo que está haciendo un sumario puede generar la apertura. Justamente, estuvimos 
discutiendo, porque no está claro si el jerarca es el uno; por ejemplo, un ministro o, en el marco de un 
sumario, el jerarca es el sumariante. De todos modos, no es un punto de fondo para nosotros. Sí nos 
parece fundamental el tema del ministerio público. Tampoco objetamos ni tenemos problema con que, 
en el caso de la Junta de Transparencia y Ética Pública, se incorpore la necesidad de la unanimidad. 
No nos parece mal —a pesar de que hoy no es necesaria—, sobre todo porque creemos que hay que 
caminar —no es la situación— hacia un perfil más técnico de los integrantes del directorio. Consideramos 
que, en la situación actual, la unanimidad preserva la posibilidad de que, en algún momento, se cuele 
algún elemento extratécnico. 


En alguna de las propuestas se establece que podrían abrirse las declaraciones juradas de 
los funcionarios incluidos en el artículo 10 de la ley —presidente, vicepresidente y ministros—, a pedido 
de cualquier ciudadano. Nos parece que eso es algo innecesario porque, en realidad, todos esos 
cargos están incluidos en las declaraciones que pasan a ser públicas. Creo que en algún momento lo 
sugerimos, pero luego nos dimos cuenta de que estaba mal porque nadie va a pedir información sobre 
algo que ya fue publicitado. 


Consideramos que está bien la apertura al azar de un 5 % de las declaraciones. También nos 
parece correcto que allí se posibilite la aplicación del enfoque basado en riesgo, tal como lo habíamos 
planteado anteriormente. Por ejemplo, si en la situación actual hablo de 55.000 funcionarios, de los 
cuales 30.000 o 40.000 son de bajo riesgo, puede suceder que el 5 % caiga en personas que son de 
bajo riesgo y quede el alto riesgo sin evaluar. Por tanto, considero que sería mejor hacer segmentos de 
riesgo y analizar el 5 % de cada uno de ellos, o analizar el 10 % del sector que implica más riesgo, 
siempre que se cumpla el 5 % en su totalidad. Nos parece que eso es muy importante. 


Creemos que aquí tenemos un tema que es fundamental. El proyecto de ley aprobado en la 
Cámara de Diputados establece que los técnicos del organismo analizarán las declaraciones abiertas. 
Quiero decir que la junta está limitada por secreto bancario, secreto tributario y todos los secretos. En 
consecuencia, si no se levantan las barreras que impiden acceder a la información clave, la apertura de 
una declaración solo va a servir para saber si el declarante se equivocó bastante, si «metió mucho la 
pata». Digo esto porque si Ricardo Gil declara que tiene diez pesos en una cuenta bancaria, pero nadie 
puede controlar si tiene un millón en otro lado, el análisis que puede hacerse es absolutamente formal 
y no tiene efecto ninguno. Nos parece, entonces, que allí la única solución es acceder a fuentes de 
información y hacer un control efectivo de lo que realmente aporte la declaración que se abra por 
resolución fundada por unanimidad o por entrar en el 5 %. Si abro una declaración por el 5 %, la miro y 
no puedo controlarla, puedo actuar solamente si veo una situación muy irregular o un funcionario que, 
por su perfil, parecería que no pudiera tener tantos bienes, pero los tiene. Aun así, actuaría a riesgo de 
cometer injusticia porque no sé exactamente de dónde los obtuvo ni puedo controlar adecuadamente 
cuál ha sido su flujo financiero. 


Nos parece que sin control de contenido el declarante nunca va a tener la percepción de 
riesgo que este sistema debe generar. Creemos que este es un punto fundamental y nos parece que 
no está previsto en ninguna de las variantes que vimos. Consideramos que sin eso este sistema no 
podría funcionar. 


El penúltimo punto refiere al control por parte de la sociedad civil, es decir, su participación. 
Nos parece que la publicación de las declaraciones es una importante señal de transparencia para la 
sociedad. Creemos que es muy positiva y que debería aportar al control ciudadano. Puede que no sea 
un elemento significativo, pero si hago una declaración de mis propiedades en un país como el nuestro, 


de dimensiones muy reducidas, y no incluyo una casa que tengo en La Paloma, alguien podría notarlo. 
Tal como está en la propuesta, en la medida en que se publican resúmenes de bienes, derechos y 
obligaciones —no detalles—, se aporta a la transparencia, pero el control no existe. No hay control 
ciudadano si no puedo saber qué bienes declaró Ricardo Gil porque aunque haya dicho que tiene 
propiedades por USD 100.000, no aclara cuáles. Creo que allí se debilita este mensaje fuerte, que está 
bien, vinculado a los cargos altos de la administración pública y de los tres poderes, que no tienen 
nada que ocultar y muestran lo que poseen. Hay muchas discusiones en el sentido de si son pocos o 
muchos. Recientemente he participado en discusiones con la sociedad civil de la región y estas 
organizaciones plantean sistemáticamente que hay que publicarlas todas. Por nuestra parte, 
entendemos que publicar en el Uruguay 55.000 declaraciones quizás aporte menos que las doscientas 
o trescientas significativas porque tampoco es bueno inundar de información, ya que no beneficia a la 
ciudadanía. Hay discusiones y las entendemos pero nos parece que lo que se propone aquí es 
razonable en términos de análisis de riesgo; se publican las declaraciones de la línea superior de la 
estructura del Estado. Como decía, la falta de elementos identificatorios de los bienes hace que la 
propuesta no sea tan interesante como a nosotros nos gustaría y pensamos que este punto debería 
repensarse. 


El último punto a mencionar es el relativo a los recursos. Creo que la iniciativa reconoce que 
hay una fuerte carga adicional de trabajo pero lo resuelve de una forma que entendemos es 
insuficiente. La creación de diez pases en comisión adicionales para la junta tiene dos problemas 
fuertes y profundos. Como hemos planteado en distintas instancias, sobre todo en las de presupuesto y 
rendición de cuentas, la junta no necesita pases en comisión sino funcionarios propios que se 
capaciten, se formen, se especialicen y trabajen sin riesgo. Digo esto porque nosotros tuvimos dos 
abogados y el más experimentado se fue en noviembre porque volvió a su organismo de origen y 
nosotros no podemos decirle que no lo haga. Entonces, se fue y perdimos un puntal. Nos parece que 
un organismo como la junta no puede desarrollar este tipo de tareas tan importantes con funcionarios 
en pase en comisión. 


A su vez, queremos dejar claro que no solamente se necesitan recursos humanos porque si 
hoy la junta recibiera a diez funcionarios más, no tendría lugar físico donde ubicarlos. No tenemos 
computadoras y tampoco nada como para armar un equipo; no hay tecnología que permita 
incorporarlos de una forma que nos posibilite ser más eficientes. Si bien entendemos que esto es un 
avance importante y estamos de acuerdo, pensamos que hoy no se puede hacer. En el caso de que se 
apruebe, tendremos que analizar cómo vamos a hacerlo porque si bien tenemos toda la voluntad y la 
convicción, no podemos hacer más de lo que hacemos actualmente. En este momento tenemos que 
hacer informes a la Justicia que son prioritarios y que tienen plazo legal, pero estamos pidiendo 
prórroga. La fiscalía también nos está pidiendo asesoramiento y está claro que estas tareas son 
fundamentales para nosotros porque la Ley n.* 19340 las pone en los tres primeros lugares de los 
objetivos principales; pero lo estamos haciendo a pulmón y con mucho esfuerzo. 


Reitero que aunque estamos de acuerdo con todo esto porque nos parece bien, habrá que 
analizar si se está dispuesto a invertir para que sea posible. Tenemos claro que este año eso no se 
puede hacer porque es electoral, pero hay que tener en cuenta qué va a pasar con el nuevo 
presupuesto —en el sentido de cuánto está dispuesto a invertir el país— y cómo se van a adecuar los 
plazos. No queremos que en el futuro se diga que la junta está omisa. Hoy ya estamos teniendo 
problemas con ciudadanos que presentan una denuncia o un caso y no entienden que tenemos que 
dar prioridad al Poder Judicial. Eso quiere decir que algunos casos recién vamos a poder tomarlos en 
uno, dos o cinco meses. 


El tema de los recursos es fundamental. Lo hemos vivido durante estos dos años y todo lo 
que tenemos hoy para hacer lo vamos a vivir multiplicado. Queremos que este proyecto avance. 
Estamos dispuestos y comprometidos a impulsarlo, pero necesitamos, sin lujos, que la junta tenga los 
recursos razonables para enfrentar este nuevo desafío. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Como es de orden agradecemos y saludamos a los señores senadores que 
generosamente nos han brindado su tiempo a fin de que por esta vía podamos cumplir con los 
objetivos para los cuales hemos sido designados: mayor transparencia y eficacia en nuestra labor. 


Debo decir que me concentré más en la discusión parlamentaria a través de la lectura de las 
actas que hemos recibido de la comisión, porque es donde obviamente se discuten los conceptos y es 
ahí donde quiero hacer énfasis después de la prolongada y exhaustiva información que ha dado el 
presidente de la junta. 


Creo que surge como evidente que todos queremos definir qué es «riesgo». No lo hemos 
logrado y veo que los senadores tampoco saben quién puede hacerlo con propiedad y quién puede 
controlarlo. Me parece que es uno de los temas conceptuales que queda muy a la vista de todos y, 
repito, debemos definir. De cada párrafo donde se ha expresado el presidente surge que el análisis de 
riesgo está por debajo de todas estas posibilidades de mejorar la transparencia, que es nuestro 
objetivo. Es decir lograr, de alguna manera, calificar a los funcionarios que tienen mayor riesgo de ser 
sometidos a alguna situación de corrupción. Por lo tanto, sus declaraciones juradas deben tener mayor 
importancia y evidencia; para eso debe existir la posibilidad de abrir esas declaraciones y poder 
cotejarlas con algunas informaciones que aún no podemos hacer por el secreto bancario y el acceso a 
los registros. 


En la medida que trabajemos profundamente en ese tema, la junta va a poder cumplir con 
sus objetivos más importantes. 


En cuanto a la transparencia, todo lo que tenga que ver con abrir declaraciones juradas y su 
presentación, es un camino que debemos recorrer. Por supuesto que la presentación electrónica debe 
llevar un tiempo de transición para que mucha gente se acostumbre y pueda hacerla. Quizás les 
parezca media forzada la comparación, pero es parecido a lo que sucede con la inclusión financiera. La 
gente no se da cuenta de la importancia que posee porque tiene dificultades para acceder a ella. En la 
medida que hemos podido superar esas barreras, todos sabemos cómo nos beneficia esa nueva 
manera de vincularnos con el dinero. En este caso, la población se beneficiaría si en vez de ir a la calle 
Rincón varias veces, se pudiera manejar desde su casa por un medio electrónico. En la medida en que 
la gente se acostumbre, muchos menos serán los omisos. Esto beneficiaría a la población y a la Jutep 
que tiene un gran trabajo en lo que tiene que ver con la publicación de los omisos. 


Quiero dejar constancia de que la transparencia que define a la junta se va a ver beneficiada 
por los medios electrónicos y por la posibilidad de apertura de los sobres de las declaraciones y su 
publicación. Creo que la población desea tener mucha más información en este sentido. 


Vuelvo a decir algo que para mí es obvio y es que no hemos podido definir quién califica el 
riesgo de las actividades de los funcionarios púbicos y quién lo controla. 


Este es el aporte que quería hacer en cuanto a la interesante discusión parlamentaria que leí. 
Si bien habría más aspectos para comentar, no lo haremos porque se alargaría mucho más el trámite. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a los representantes de la Jutep que solicitaron ser recibidos 
por esta comisión y la cantidad de información que han traído sobre la posible y eventual 
instrumentación de esta iniciativa en caso de ser aprobada. También agradecemos los comentarios 
referidos a diversos artículos e incisos del proyecto de ley. 


SEÑOR VASSALLO.- Agradezco la presentación que han hecho los invitados. 


He escuchado con mucha atención las explicaciones que ha dado el señor presidente de la 
Jutep y las preocupaciones de la señora Matilde Rodríguez. 


De la lectura y de la discusión en este ámbito del proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes, me han surgido algunas dudas y quisiera formular una pregunta muy específica que 
no sé si podrá ser respondida o no. 


Entiendo —es una apreciación personal- que hay una declaración jurada por funcionario 
obligado, según se indica en los artículos e incisos, pero más de una vez figura, sin la claridad 
suficiente, que hay una declaración jurada independiente del cónyuge o concubino. No comprendo 
exactamente el alcance ni cuál es la circunstancia que ameritaría que en este caso existieran dos 
declaraciones juradas: una del funcionario y otra del cónyuge o concubino. En el proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes se establece que deben incluirse los ingresos, los bienes, 
etcétera, no solo personales, sino también del cónyuge o concubino, e incluso de hijos y familiares que 
estén a su cargo. Esto está explícitamente consagrado en la norma. 


Si se pudiera aclarar el alcance de esta diferenciación y si tiene sentido, sería muy bueno. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si ningún otro señor senador quiere hacer consideraciones, le damos la 
palabra al señor Gil. 


SEÑOR GiIL.- Existe la distinción y es justificada. ¿Por qué? El caso más sencillo es el de la 
separación de bienes. Si tengo separación de bienes con mi esposa y yo declaro, pero mi esposa no lo 
hace, esa separación puede ser una forma de ocultamiento. Entonces, ¿qué es lo que debemos hacer? 
Tenemos que declarar los dos. ¿Qué alternativas me da la ley? Que la declaración de mi esposa figure 
en el mismo sobre y sea abierta o que figure también en el mismo sobre, pero dentro de otro, y sea 
cerrada. ¿Cuándo ha pasado y ha tenido efecto esto? Cuando se publican las declaraciones del 
presidente o del vicepresidente, porque si viene en un sobre cerrado, se publica la del presidente y no 
la de su cónyuge. 


Esto es importante en el proyecto nuevo porque, en la medida en que se van a publicar 
muchas declaraciones, hay que definir qué pasa con la del cónyuge, si debe ir aparte. Si yo no tengo 
separación de bienes y hago una declaración conjunta con mi esposa —caso en el que está previsto 
que firmemos los dos—, no hay problema; el tema es si mis bienes son unos, pero ella tiene otros 
distintos. En ese caso es que debe haber dos declaraciones para que todo el grupo familiar esté 
representado, al igual que si hubiera personas a cargo con patrimonio autónomo. Esa es la explicación 
general de esa diferenciación, que a mi entender es adecuada. Pero desde el punto de vista de la 
publicidad, como este proyecto aumenta los casos de divulgación, debería precisarse si la del cónyuge 
es pública o solo la del titular del cargo. 


Quiero hacer un agregado que omití. El análisis de las declaraciones juradas, de su 
contenido, nos parece que va de la mano de un proyecto que es mérito de esta comisión y que fue 
aprobado por la cámara: el de enriquecimiento ilícito. Una de las formas de detectar enriquecimiento 
ilícito es la apertura analítica de las declaraciones. En su momento, cuando nos presentamos ante la 
comisión de la Cámara de Representantes lo planteamos, dijimos que el país debería tipificar ese 
delito, porque iban de la mano. Se ha avanzado en ese sentido, más allá de que al proyecto le falta 
media sanción. Queríamos señalar esto como un elemento positivo, que se agrega a estas ideas. 


Muchas gracias, señora presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Despedimos a los integrantes de la Jutep. 
Se levanta la sesión. 


(Son las 15:43). 
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